Comentarios a la ponencia titulada “Lucha contra la impunidad. Especial referencia al flagelo de la corrupción. Instrumentos necesarios para reforzar el funcionamiento democrático en Colombia”
Olga Lucía Gaitán García

Sea lo primero agradecer a ANDIARIOS y a la Sociedad Interamericana de prensa su amable invitación a participar en esta conferencia sobre el tema de la lucha contra la impunidad. Se me ha solicitado comentar la ponencia que viene de presentar el fiscal general de la Nación, doctor Mario Iguarán, titulada, Lucha contra la impunidad. Especial referencia al flagelo de la corrupción: instrumentos necesarios para reforzar el funcionamiento democrático en Colombia.
Es importante recordar, en primer lugar, que investigar las violaciones de los derechos humanos y sancionar en forma proporcional a la gravedad de la conducta a sus responsables, sean ellos particulares, particulares que actúan con el apoyo de servidores públicos o agentes estatales, hace parte de la obligación del Estado colombiano de respetar y garantizar los derechos humanos, emanada de los compromisos que adquirió al ratificar los distintos convenios y tratados internacionales de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario, DIH. Dicho deber concierne al conjunto del Estado y en forma especial a las autoridades judiciales, quienes habrán de adelantar las investigaciones, de acuerdo con los estándares del derecho internacional de los derechos humanos, en forma oficiosa, seria, efectiva, imparcial, completa, sin dilaciones injustificadas, con la debida diligencia y pleno respeto del debido proceso y de las garantías judiciales, y en un plazo razonable. La investigación y la sanción de los responsables de violaciones a los derechos humanos habrán de ser asumidas por la justicia ordinaria, y deben estar orientadas a la satisfacción de los derechos de verdad, justicia y reparación de las víctimas.
Ninguna ley ni disposición de derecho interno puede impedir al Estado cumplir con la obligación de investigar y sancionar a los responsables de violaciones de derechos humanos. Por consiguiente, son inaceptables las disposiciones de amnistía, las reglas de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de estas violaciones.
En palabras de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en adelante Corte IDH, “(…) si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción”
.

Investigar y sancionar a los responsables de violaciones de los derechos humanos es una obligación cuyo cumplimiento reviste particular relevancia porque constituye, además, de acuerdo con la amplia jurisprudencia del tribunal interamericano, una forma de proteger a las víctimas, de repararlas y de prevenir otras violaciones similares.
La impunidad, esto es, la ausencia de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los autores de violaciones de los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, constituye en sí misma una violación de los derechos humanos, porque ella “propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los hechos”
.
Dada la dimensión del fenómeno en Colombia, la impunidad ha sido considerada por la mayor parte de los observadores internacionales y por los distintos órganos de protección de los sistemas universal e interamericano de protección, como la más grave violación de los derechos humanos que ocurre en el país
. En este sentido, combatirla se erige en uno de los principales retos que debe enfrentar el Estado colombiano, so pena de responder internacionalmente por violación de sus deberes de respeto y garantía.
En contextos de violencia y conflicto armado interno, como el colombiano, el estándar impuesto por el órgano interamericano de protección es más exigente, porque “la naturaleza y gravedad de los hechos en contextos de violaciones sistemáticas de derechos humanos genera una mayor necesidad de erradicar la impunidad”
. Ahora bien, es preciso resaltar que la Corte IDH ha reconocido las difíciles circunstancias por las que atraviesa el país. Empero, para el tribunal interamericano, este hecho no exime al Estado de cumplir con su deber de investigar las violaciones, por el contrario, esta obligación subsiste con mayor razón
.
En este sentido, la Corte Interamericana, en sus recientes fallos contra Colombia, ha ordenado al Estado, a fin de cumplir con su obligación de investigar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos, lo siguiente: (i) remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad; (ii) utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita la investigación y el proceso judicial; (iii) adoptar todas las medidas para visibilizar y determinar los patrones sistemáticos y la existencia de estructuras criminales complejas y sus conexiones que permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos humanos
; y (iv) otorgar las garantías de seguridad adecuadas a las víctimas, investigadores, testigos, defensores de derechos humanos, empleados judiciales, fiscales, jueces, magistrados, y otros operadores de justicia
.
Adicionalmente, el tribunal ha afirmado que la cosa juzgada se aplica sólo cuando se llega a ésta respetándose el debido proceso de acuerdo con su jurisprudencia. Por otro lado, si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los responsables de esas graves violaciones a los derechos humanos, las investigaciones deben ser reabiertas, incluso si existe una sentencia absolutoria en calidad de cosa juzgada.
Todo lo anterior permite concluir que luchar contra la impunidad es un deber que se impone al Estado colombiano en su conjunto, en virtud de los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia. Para asumir este reto, el Estado debe emprender todas las acciones que estén a su alcance dentro de los parámetros internacionales antes citados. En otras palabras, cualquier acción que se promueva debe satisfacer los estándares internacionales antes descritos.
El fiscal ha orientado su intervención al tema de la corrupción y la impunidad, en tanto fenómenos vinculados, pues en su criterio, la impunidad favorece la corrupción y ésta, a su turno, la impunidad. En ese sentido, afirma que el combate contra estas dos problemáticas se debe estructurar a partir de la consolidación de un sistema de justicia efectivo y transparente; y una legislación que establezca penas severas para quienes incurran en actos corruptos y propicien la impunidad.
En sentir del alto funcionario, la estrategia contra la corrupción y la impunidad debe (i) incluir medidas para sancionar efectivamente a los criminales de cuello blanco; (ii) involucrar a la sociedad civil; (iii) concentrar esfuerzos en la prevención de actos de corrupción y generadores de impunidad en todas las instancias públicas; y (iv) implicar ajustes institucionales orientados al desarrollo de programas continuos de control de la función pública y la administración de justicia, a la inspección del manejo de los recursos públicos, y al fortalecimiento de una cultura de respeto por las normas y los derechos.
Para el fiscal, el eje orientador de la estrategia consiste en concientizar a los funcionarios en la observancia de los deberes que les han sido asignados y en la salvaguardia de la recta y eficaz administración pública y de justicia.
Sin duda, implementar medidas tendentes a prevenir la corrupción en la administración pública y de justicia contribuye a la lucha contra la impunidad pero no resuelve todos los aspectos involucrados en el tema. La corrupción y la impunidad, si bien pueden estar relacionadas, son fenómenos que por sí solos ameritan cada uno estudios y estrategias diferenciadas pero complementarias.

La complejidad del problema de la impunidad requiere del diseño y la puesta en marcha de una política integral que involucre a todos los poderes públicos y apunte a todos los aspectos generadores de la misma. En ese sentido, comparto la apreciación del fiscal, según la cual, la impunidad es un problema de Estado que precisa una visión de Estado. La lucha contra la impunidad requiere del compromiso, de la voluntad política y del esfuerzo mancomunado del Gobierno, del Congreso, de los órganos del control, y de las autoridades judiciales, a fin de fortalecer a la administración de justicia, no solo financiera sino también técnicamente, e impulsar el desarrollo oportuno y efectivo de las investigaciones penales y disciplinarias en un marco de colaboración armónica entre las autoridades estatales, conforme lo establece el artículo 113 de la Constitución Política. Sin éstos, cualquier acción se verá abocada al fracaso.
En particular, quiero llamar la atención sobre la necesidad de diseñar estrategias conducentes al logro de una cooperación efectiva de las distintas autoridades públicas en las investigaciones, mediante el aporte de pruebas, documentos e información requeridos por las autoridades judiciales; la comparecencia ante los estrados judiciales cuando ello sea ordenado por éstas para prestar cualquier forma de declaración o testimonio; la suspensión de sus cargos a los servidores públicos investigados penal o disciplinariamente y el retiro definitivo de aquellos sancionados por violaciones de los derechos humanos; .y el no entorpecimiento de las investigaciones, a través del encubrimiento de los hechos, la manipulación, el ocultamiento o la fabricación de pruebas, y el abuso de los recursos judiciales para causar retrasos injustificados en los procesos penales y disciplinarios. Por último, es claro que el Estado y, en particular, el Gobierno, impulsa la labor investigativa de las autoridades judiciales en la medida en que respeta la dignidad de los operadores judiciales, acata sus fallos y protege a los operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de las víctimas, de hostigamientos y amenazas que tengan como finalidad evitar el esclarecimiento de los hechos y encubrir a sus responsables, mediante un programa de protección efectivo.
Para el fiscal general, es innegable el papel protagónico de la Fiscalía General de la Nación en la búsqueda de la verdad y en la consecución de la justicia en los procesos penales. Es evidente que cualquier política de lucha contra la impunidad tiene en el ente acusador y en los jueces y magistrados, los actores centrales. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de los tribunales penales internacionales ha hecho un aporte importante para el esclarecimiento de hechos complejos, mediante la aplicación de la doctrina de los crímenes sistémicos y la responsabilidad de mando y de grupo en las estructuras militares y delincuenciales complejas. Me parece esencial que la Fiscalía General de la Nación establezca como política en los planes metodológicos de investigación de violaciones de derechos humanos esta perspectiva, a fin de desentrañar la dinámica y el patrón de sistematicidad de ciertas violaciones, por ejemplo, en contra de los miembros de la Unión Patriótica, de los periodistas, de los sindicalistas, etc.
En su sentencia contra Colombia en el caso de la masacre de La Rochela, La Corte IDH dijo lo siguiente:
178. La Corte reconoce la complejidad de los asuntos que se investigan por los órganos judiciales internos en relación con esta masacre. Sin embargo, el Tribunal observa que debido a la naturaleza y gravedad de los acontecimientos, así como el número de participes involucrados en ellos (grupos paramilitares que actuaban con el apoyo de la fuerza pública), los medios utilizados y los resultados alcanzados no han sido suficientes para garantizar un efectivo acceso a la justicia. Si bien existen algunas investigaciones y condenas, subsiste la impunidad en el presente caso, en la medida en que no ha sido determinada toda la verdad de los hechos ni la totalidad de las responsabilidades por los mismos. La Corte no puede dejar de advertir, como lo ha hecho en otros casos contra Colombia, que los hechos objeto de esta sentencia forman parte de una situación en que prevalece un alto índice de impunidad en hechos criminales perpetrados por paramilitares con la aquiescencia, colaboración y apoyo de miembros de la Fuerza Pública. Si las actuaciones ilegales de estos grupos no encuentran en la judicatura una respuesta adecuada y fiel a los compromisos internacionales del Estado ello conduce a la creación de un campo fértil para que estos grupos que operan al margen de la ley y con apoyo de agentes estatales, sigan cometiendo hechos como los del presente caso
.
De otra parte, la Corte les ha indicado a los funcionarios judiciales dos criterios que vale la pena mencionar a efectos de que se integren a las estrategias de lucha contra la impunidad: el primero se refiere a la necesidad de fundamentar la decisión de prescripción de la acción penal por concierto para delinquir en casos de violaciones cometidas por miembros de grupos paramilitares, en una exhaustiva valoración de la prueba “(…) para determinar que la pertenencia y participación en el grupo paramilitar, no tuvo relación con la comisión de graves violaciones de derechos humanos”
. El segundo concierne la posibilidad que tienen los operadores judiciales de recurrir de oficio a lo que la Corte ha denominado el control de convencionalidad, o en términos del derecho interno, la excepción de inconstitucionalidad: “(…) cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas (sic) por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana”
. Y, en consecuencia, abstenerse de aplicar aquellas normas de derecho interno que puedan ser contrarias, por ejemplo, la prescripción de los delitos de lesa humanidad y los crímenes de guerra.
En marzo de 2006, el Consejo Nacional de Política Económica y Social aprobó el documento CONPES 3411, contentivo de la política de lucha contra la impunidad en casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, a través del fortalecimiento de la capacidad del Estado colombiano para la investigación, juzgamiento y sanción. Dicha política parte de la identificación del problema central de acuerdo con el cual, el Estado no logra de manera generalizada y pronta esclarecer los hechos, sancionar a los responsables y reparar a las víctimas de los casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho humanitario. El objetivo general de la política consiste, en consecuencia, “en superar los obstáculos que impiden o dificultan el esclarecimiento de los casos de violaciones a los DDHH e infracciones al DIH, la sanción de los responsables y la reparación de sus víctimas”
.

El problema descrito se estructura a partir de cuatro ejes, a saber: (i) desarrollo institucional y organizacional, que se relaciona con la poca capacidad de las instituciones encargadas de administrar justicia y la ausencia de incentivos para responder en forma oportuna y efectiva a las violaciones de los derechos humanos. La política se propone, entonces, cambiar los modelos de operación y de gestión de las instituciones responsables, para aumentar la coherencia entre estructuras, procesos, estrategias y culturas; (ii) gestión de recursos, relativo a la falta de criterios, estructuras, procedimientos y herramientas orientados a fortalecer a los operadores judiciales, y los recursos físicos y financieros de las entidades que hacen parte del sistema de justicia penal y de control disciplinario. La política busca desarrollar estos instrumentos, guiados por los principios de eficacia, eficiencia, economía y transparencia; (iii) atención a víctimas y testigos, atinente a la carencia de condiciones que permitan el acceso de las víctimas y los testigos de casos de violaciones de derechos humanos a las entidades que hacen parte del sistema de justicia penal y de control disciplinario. La política pretende generar las condiciones propicias a la participación efectiva de las víctimas y los testigos, y disminuir los riesgos de victimización secundaria; y (iv) condiciones operativas para la investigación y la sanción, referente a la ausencia de procesos, procedimientos y prácticas operativas concretas que faciliten el desarrollo de las investigaciones penales y disciplinarias. La política quiere revertir esta dinámica gracias a la adopción de medidas que agilicen la actuación de los sistemas de justicia penal y de control disciplinario.
Para cada uno de estos ejes se identifican 17 factores asociados que explican el fenómeno de la impunidad y sobre esta base se proponen las estrategias para enfrentar tales problemas
. El seguimiento de la política se encomendó al grupo de trabajo ampliado del Comité Especial de Impulso a las investigaciones de violación de los derechos humanos
, y la evaluación de la política está en cabeza del proyecto de lucha contra la impunidad por violaciones de los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, a través de equipos de consultores externos, según los parámetros establecidos en el CONPES. El Programa deberá producir dos informes de evaluación, que serán ampliamente divulgados.
La estrategia comprende cuatro objetos de evaluación.

El proceso de formulación, adopción, ejecución y seguimiento. Este objeto será abordado al finalizar el cuarto año de ejecución, es decir a la terminación del ciclo de Política.

La relevancia y coherencia de problema general de Política, los factores asociados, el objetivo general de Política y los objetivos específicos de Política. Este objeto será abordado al finalizar el segundo y el cuarto año de ejecución.
La determinación del nivel del logro del objetivo general de Política y de los objetivos específicos de Política. Este objeto será abordado al finalizar el segundo y el cuarto año de ejecución.
La determinación del aporte de cada proyecto al logro del objetivo especifico al cual se inscribe y al logro del objetivo general de Política. Este objeto será abordado al finalizar el segundo y el cuarto año de ejecución teniendo en cuenta los proyectos finalizados y/o el cierre de ciclo de política
.
A dos años y medio de expedida la política, no se conoce aún el grado de desarrollo de las misma, los principales resultados de su implementación y su impacto en la reducción de los niveles de impunidad por graves violaciones de derechos humanos e infracciones al derecho humanitario. En consecuencia, sería altamente conveniente que se adelante la evaluación prevista en el CONPES al finalizar el segundo año de implementación, a la luz de los estándares internacionales antes descritos y divulgar ampliamente los resultados a efectos de revisarla, ajustarla y enriquecerla en un debate público con amplia participación de las organizaciones sociales, de derechos humanos y de las víctimas.
Finalmente, es preciso tener presente que el Estado y la justicia colombianos están en la mira de la comunidad internacional, la reciente visita a nuestro país del fiscal de la Corte Penal Internacional así lo demuestra. Los retos son, por consiguiente, muy grandes y la responsabilidad inmensa. No pueden las autoridades ser inferiores a los mismos.
Muchas gracias!!
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